
DIEGO FERNANDO ANDRADE FRANCO

Doctor en Derecho, Universidad del Cauca. Doctor en Ciencias Políticas
y Sociales, Universidad del Cauca. Especié!Jj2aéi6n en Laboral y

Comercial. Profesor USABU-USACA-loéSI. Docente. Autor.

SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL INTEGRAL
ARTICULO 43. CONSTITUCION POLlTICA

DE COLOMBIA
LEY 100 DE 1993

que las personas no están preparadas
y pierden la noción de lo que se debe
hacer y hacia dónde ir. Se convierten
en empresas que huyen de, pues fll pá­
nico o sorpresa se apodera de ellas, o
son empresas que vienen de y se
orientan hacia el pasado. Son empre­
sas que adoptan una Administración
con Fronteras e ignoran lo que ocurre a
su alrededor en el tiempo y en el espa­
cio.

Por el contrario, las que se preocu­
pan con lo que las circunda, que se
preocupan por el futuro, que se orien­
tan en el tiempo y en el espacio, que
constantemente piensan en si mismas,
transmiten, aprenden, se vuelven flexi­
bles, innovan y creen en ellas, son las
que adoptan una postura de Adminis­
tración sin Fronteras.

Esas son las empresas que se diri­
gen para, pues sus directrices van ha­
cia el futuro y hacia las oportunidades
que surjan. Esta posición depende úni­
ca y exclusivamente de sus líderes, pe­
ro en esta reunión no estamos presen­
tando los líderes de hoy y de mañana
de nuestras empresas. Este es un
asunto más paradójico: los líderes de
las organizaciones no sólo deben
adaptarse a los cambios, sino crearlos
y promoverlos dentro de sus organiza­
ciones, si lo que pretenden es sobrevi­
vir en un mundo cada vez más compe­
titivo y diferente, donde la estabilidad y
lo que puede preverse dejó de existir
hace mucho tiempo.

Para lograr esto hay que alcanzar
una viabilidad interna por medio de la
integración de las personas y de com­
prender una visión común entre sus
miembros. Por lo tanto, los líderes de
las organizaciones que se dirigen hacia
el futuro deben ser misioneros de los
cambios y predicadores de la visión y
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valores compartidos entre sus miem­
bros. Esa visión compartida será el in­
centivo para que todos los miembros
de la organización, ensayen, experi­
menten, cambien, innoven, acepten
responsabilidades, asuman riesgos,
desafíen sus propias maneras de pen­
sar y aprendan más rápidamente.

Por consiguiente, será necesario
revisar los presupuestos básicos que
mantenemos en lo que respecta a la
organización y que aún utilizamos a
diario. Necesitamos entender clara­
mente que el cambio de nuestras orga­
nizaciones no es algo que puede suce­
der algún día. Los cambios son inevita­
bles y constantes. Las empresas inno­
vadoras deben diseñarse como siste­
mas humanos de aprendizaje continuo
y acumulación gradual de la experien­
cia. La característica distintiva de estos
sistemas es la flexibilidad en la búsque­
da de objetivos y la enorme capacidad
de autocrítica y autoformulación.

La flexibilidad y su movilidad resul­
tante son los vehículos básicos del
nuevo modelo de desarrollo organiza­
cional: el reconocer constantemente
que la empresa siempre se está ha­
ciendo, en vez de pensar que la empre­
sa ya está lista. La empresa que se diri­
ge para en vez de la empresa que vie­
ne de. La empresa que crea y moldea
su destino en lugar de la que hace ca­
so omiso de las oportunidades ambien­
tales y sólo huye de las amenazas re­
presentadas por la enorme afluencia y
competencia internacionales.

Esa es nuestra misión principal: tra­
tar de transformar nuestras empresas
en empresas del mundo y en empresas
del mañana. Es fundamentalmente un
asunto de mentalidad. Esto es Admi­
nistración sin Fronteras, tanto en el es­
pacio como en el tiempo.
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Por fin en Colombia se ha puesto
atención a una necesidad social que,
aunque siempre ha existido, ha sido
más sentida en el mundo actual: la se­
guridad social. Es un tema actual, ya
que se hace necesario establecer nor­
mas que redunden en beneficio de toda
la sociedad mundial y en particular de
la nuestra, la colombiana; es preciso
organizar las vidas de esta gran canti­
dad de seres humanos que habitan un
espacio hasta ahora limitado: el mun­
do.

La protección del hombre frente a
sus distintos estados de necesidad ha
adquirido en la época actual una espe­
cial categoría estatal, social y jurídica.

Dentro del proceso histórico, el
gran Libertador Simón Bolívar, fue
quien primero habló de seguridad sa­
cial en nuestra patria, cuando en su
discurso de Angostura, de febrero de
1819, dijo: "El sistema de gobierno más
perfecto es el que comparta mayor
cantidad de bienestar, de seguridad

sociIJly de estabilidad política. A partir
de ese momento, mucho se ha discuti­
do sobre la seguridad social, sin que
se'hubiera presentado hasta ahora un
hecho jurídico relevante. Hoy por hoy,
y especialmente desde el 4 de julio de
1991, cuando comenzó la vigencia de
nuestra nueva Constitución Política
que consagra en su artículo 48 que:
"la seguridad social es un servicio pú­
blico de carácter obligatorio que se
prestará bajo la dirección, coordinación
y control del Estado, en sujeción a los
principios de eficiencia, universalidad y
solidaridad en los términos que esta­
blezca la ley.

"Se garantiza a todos los habitan­
tes el derecho irrenunciable a la seguri­
dad social.

"EI Estado, con la participación de
los particulares, ampliará progresiva­
mente la cobertura de la seguridad so­
cial que comprenderá la prestación de
los servicios en la forma que determine
la ley.
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"La seguridad social podrá ser
prestada por entidades públicas o pri­
vadas, de conformidad con la ley.

"No se podrán destinar ni utilizar
los recursos de las instituciones de la
seguridad social para fines diferentes a
ella.

»La ley definirá los medios para
que los recursos destinados a pensio­
nes mantengan su poder adquisitivo
constante".

Lo anteriormente expresado fue un
innovador precepto establecido en
nuestra Constitución por la Asamblea
Nacional Constituyente convirtiendo la
seguridad social en nuestro país en un
derecha constitucional fundamental.

Luego de un largo y accidentado
trámite que relataré a continuación, el
Congreso de la República finalmente
aprobó la ley 100 de 1993 por la cual
se crea el Sistema de Seguridad 50­
ciallntegral.

El proyecto de reforma, inicial­
mente centrado en el aspecto pensio­
nal, tuvo origen en el gobierno y fue
presentado al Congreso en septiem­
bre de 1992, pero inmediatamente co­
menzaron las discusiones el proyecto
se complementó COI1 el tema de la sa­
lud. Al final, la ley sancionada el pasa­
do 23 de diciembre mantiene, en térmi­
nos generales, el mismo contenido del
proyecto aprobado conjuntamente por
las comisiones séptimas del Senado y
la Cámara en el debate de junio de
1993.

La carta política de 1991 se consti­
tuye en un antecedente fundamental
por la concepción de la seguridad so­
cial como un servicio público perma­
nente y un derecho colectivo y por la
consagración de sus principios recto­
res de la gestión privada y de la des­
centralización por niveles de atención
con participación de la comunidad. Es­
te es un hecho significativo que preten­
de resolver la crisis del sistema de

seguridad social en Colombia, am­
pliar su baja cobertura, aumentar la
capacidad financiera del sistema tra­
dicional, y enfrentar el problema de
la deuda pensional. Todo esto, con­
cordado perfectamente con la reestruc­
turación de la Administración pública o
"Modernización del Estado", con los
decretos 2147, 2148 Y 2165 de 1992
que reestructuraron respectivamente a
Cajanal, el ISS, el Ministerio de Salud y
la Superintendencia de Salud, y la Ley
60 de 1993 que estableció el Régimen
de Transferencia de Recursos y la dis­
tribución de competencias a los entes
territoriales, ampliando así el proceso
de descentralización con nuevos recur­
sos para la inversión social.

Al haberse enriquecido este contro­
vertido proyecto de ley, como ya se di­
jo, con otros componentes esenciales
de la seguridad social y, principalmen­
te, con lo relativo a salud, quedó dividi­
do básicamente en un subsistema
de seguridad social en pensiones y
un subsistema de seguridad social
en salud. También se dijo anteriormen­
te que el gobierno presentó su proyecto
al Congreso en septiembre de 1992 y
por espacio de más de un año muchos
colombianos, el suscrito entre ellos, si­
guieron paso a paso los debates y las
diferentes opiniones en tomo a este im­
portante proyecto. Se consideró que el
futuro de la seguridad social se basaba
en la desarticulación del ISS como úni­
co ente de importancia de la misma,
mediante el decreto 2148 de diciembre
30 de 1992.

De otro lado, existieron airadas pro­
testas frente a los pactos políticos que
se suscribieron para sacar adelante la
reforma social. Las centrales obreras
realizaron marchas y calificaron de far­
sa o comedia al pacto político al que
miraron como un recurso para sacar
con fórceps la normatividad propuesta,
descalificaron la firma del acuerdo co­
mo obra de los movimientos políticos y
sindicales minoritarios y lo utilizaron

como motivo para declarar la alerta na­
cional. La reforma se estaba empanta­
nando pero, para mayo del año pasa­
do, en la sede de la Presidencia de la
República, se logró un acuerdo entre el
partido liberal, la Nueva Fuerza Demo­
crática y el partido conservador, en un
esfuerzo para sacar adelante la refor­
ma a la seguridad social.

Durante el trámite del proyecto de
ley (identificado en el Senado de la Re­
pública como proyecto Nfl 155), se lle­
gó a proponer una moción de censura
contra el Ministro de Trabajo, al cual
acusaron de haber usurpado funciones
propias del legislativo.

En el seno de las comisiones sépti­
mas del Senado y de la Cámara se de­
sató una verdadera batalla durante el
estudio de la ponencia que sustentaba
el proyecto. En ese ambiente se llevó a
cabo la firma del acuerdo en la Casa de
Nariño, por 15 de los 23 componentes
de las dos comisiones.

En medio de esta- discusión se vi­
vieron en Colombia algunos conflictos
laborales delicados como los de la Caja
Agraria, Bavaria y Ecopetrol. Durante
el año pasado se afirmó en varias oca­
siones que la reforma a la seguridad
social entraba en su recta final en el
Congreso de la República, especial­
mente por la firma del denominado
pacto social ya comentado. En ese en­
tonces existieron comentarios según
los cuales la clave no estaba en sacar
adelante el proyecto sino en asegurar­
se de que la reforma fuera efectiva, que
los fondos de solidaridad funcionaran
que ellss pudiera competir. '

Respecto a este proyecto de refor­
ma se presentaron en 1993 incontables
pronunciamientos, tesis, conceptos y
encuentros; todo hacía prever que
nuestro aparato legislativo no iba a po­
der, en todo ese año, terminar la apro­
bación de la ley que le diera dinámica a
un derecho constitucional fundamental
tan importante para nuestro país. Algu-

nos nos encontrábamos preparados ya
para escribir sobre el fracaso, naufragio
o algo por el estilo de la nueva legisla­
ción sobre la seguridad social y para
acusar a nuestro Congreso de padecer
paraplejía legislativa; sin embargo, des­
pués de un serio y profundo debate, el
poder legislativo produjo la Ley 100
de 1993, creando un sistema de se­
guridad social Integral conformado
por un conjunto armónico de entidades
públicas y privadas, normas y procedi­
mientos y por los regímenes generales
establecidos para pensiones, salud,
riesgos profesionales y servicios socia­
les complementarios.

Por todo lo expuesto, el autor se
opone a todo aquel que, en forma des­
pectiva, subestime esta Ley acusando
al Congreso de haberla aprobado "a
pUPitrazo/,

La Ley 100 de 1993, acoge el cri­
terio de la OIT, en el sentido de que la
razón de ser de la seguridad social
consiste en dar a todas las personas la
tranquilidad de saber que, dentro de lo
posible, el nivel y la calidad de su vida
no sufrirán un menoscabo significativo
a raíz de ninguna contingencia social o
económica. Ella garantiza las presta­
ciones económicas y de salud a quie­
nes tengan una relación laboral o la ca­
pacidad económica suficiente para afi­
liarse al sistema; garantiza también la
prestación de los servicios sociales
complementarios. También se garanti­
za la ampliación de la cobertura hasta
lograr que en siete años toda la pobla­
ción tenga acceso al sistema y a la
prestación integral y efectiva de sus be­
neficios, con el cubrimiento de todas
las contingencias que afectan la salud,
la capacidad económica y en general
las condiciones de vida de la pobla­
ción, con respecto de los derechos ad­
quiridos en el campo de las pensiones
para que ningún trabajador sea desme­
jorado.



La nueva ley se ha preocupado
también en garantizar la financiación
del sistema incrementando en un mon­
to importante las cotizaciones, asignan­
do recursos del presupuesto y estable­
ciendo garantías para la pensión míni­
ma. Se pretende que esta ley se con­
vierta en un importante motor de desa­
rrollo del país.

Es importante resaltar que esta re­
forma consiste en eliminar definitiva­
mente el monopolio del Estado en la
prestación de la seguridad social y en
el establecimiento de un sistema com­
petitivo que permita mejores garantías,
al dar participación al sector privado.

El sistema de seguridad social no
se aplica a los miembros de las Fuer­
zas Militares, ni al personal civil del Mi­
nisterio de Defensa y la Policía Nacio­
nal, ni a los miembros no remunerados
de las corporaciones públicas. Tampo­
co se aplica a los afiliados al Fondo Na­
cional de Prestaciones del Magisterio,
a los servidores públicos de la Empre­
sa Colombiana de Petróleos (ECOPE­

TROL) y a los pensionados de la misma.
Estas excepciones son desafortuna­
das, pues contradicen el fondo filosófi­
co de nuestra seguridad social al acep­
tar que no todos los ciudadanos sean
iguales frente al sistema.

En cuanto al sistema general de
pensiones que entrará a regir el 1º
de abril de 1994, tiene por objeto ga­

.rantizar a la población el amparo contra
las contingencias derivadas de la ve­
jez, la invalidez y la muerte mediante el
reconocimiento de pensiones y presta­
ciones, así como la ampliación progre­
siva de cobertura a los segmentos de
la población no cubiertos con un siste­
ma de pensiones. Se aplicará a todos
los habitantes del territorio nacional
respetando los derechos adquiridos
conforme a normas anteriores, pactos
o convenciones colectivas de trabajo.

Se forma un sistema dual com­
puesto por dos regímenes solidarios

excluyentes pero que coexisten. El tra­
dicional del ISS o régimen solidario de
prima media con prestación definida y
el de fondos privados de pensiones o
regimen de ahorro individual con soli­
daridad.

El régimen de prima media con
prestación definida es aquel median­
te el cual los aportes de los afiliados y
sus rendimientos constituyen un fondo
común de naturaleza pública, que ga­
rantiza el pago a los beneficiarios de la
pensión de vejez, invalidez o de sobre­
vivientes o una indemnización sustituti­
va previamente definidas.

El régimen de ahorro individual
con solidaridad está basado en el
ahorro proveniente de las cotizacio­
nes y sus respectivos rendimientos fi­
nancieros, en la garantía de pensión
mínima y en la competencia entre los
fondos de pensiones de los sectores
privado, público y social solidario. Los
afiliados tendrán derecho al reconoci­
miento y pago d~ las pensiones de ve­
jez, invalidez y de sobrevivientes, y a
las indemnizaciones sustitutivas cuya
cuantía dependerá de los aportes de
los afiliados y empleadores, de sus ren­
dimientos financieros y de los subsidios
del Estado, cuando a ellos hubiere lu­
gar. Todo esto controlado y vigilado por
la Superintendencia Bancaria. Los tra­
bajadores podrán escoger entre uno y
otro régimen y una vez efectuada la se­
lección sólo podrán trasladarse o cam­
biarse de régimen cada tres años.

Las cotizaciones, aportes y dis­
tribuciones en ambos regímenes
pensionales serán: Para la pensión
de vejez, la taza de cotización será del
8% en 1994, el 9% en 1995 y el 10%
en 1996. Para la pensión de invalidez
y de sobrevivientes, la tasa será del
3,5% o sea que las cotizaciones su­
marán en total 11,5% en 1994, 12,5%
en 1995 y 13,5% a partir de 1996. En
1994, los aportes totales pasarán del
15 al 23% si se tiene en cuenta que las

cotizaciones en salud subirán del 7 al
12%. Los empleadores pagarán el 75%
de la cotización total y los trabajadores
el 25% restante.

Los afiliados al ISS o a los fondos
privados, que tengan un ingreso men­
sual igual a cuatro (4) salarios mínimos,
tendrán a su cargo un aporte adicio­
na/ del 1% destinado al fondo de soli­
daridad pensiona!. Las tablas de cate­
gorías y de aportes al ISS y demás enti­
dades de seguridad social quedan eli­
minadas en forma definitiva a partir de
la vigencia de la ley, porque la base pa­
ra calcular las cotizaciones será el sa­
lario mensual del trabajador, excepto
para los trabajadores de salario integral
cuya cotización se liquidará sobre el
70% de la cuantía de dicho salario.

En el régimen solidario de prima
media con prestación definida ~ss

reformado), el beneficiario de la pen­
sión de vejez debe reunir ciertos requi­
sitos: tener 55 años si es mujer ó 60 si
es hombre. A partir del año 2014, las
edades se aumentan a 57 y 62 años,
respectivamente previo el haber efec­
tuado cotizaciones por lo menos duran­
te 1.000 semanas (casi 20 años). El
monto de la mesada se liquidará to­
mando como base el promedio de los
salarios sobre los cuales se cotizó du­
rante los 10 años anteriores al recono­
cimiento de la pensión, o sobre el pro­
medio de lo cotizado durante su vida
laboral si éste resulta más favorable.
Con 1.000 semanas, la persona recibi­
rá una pensión equivalente al 65% del
salario promedio que resulte al hacer la
liquidación, pero tiene la opción de lle­
gar hasta el 85% aplicando la siguiente
fórmula:

a) Por cada 50 semanas cotizadas
adicionales a las 1.000 hasta las
1.200, el porcentaje se incrementa­
rá en un 2% para un total del 8%
llegando al 73%.

b) Por cada 50 semanas adicionales a
las 1.200 hasta las 1.400, el por-

centaje se incrementará en un 3%
en lugar del 2%, hasta completar un
límite máximo del 85% del ingreso
base de la liquidación.

En el régimen de ahorro indivi­
dua/ con solidaridad (fondos ¡:iriva­
dos de pensiones) /a pensión de ve­
jez se regula de la siguiente manera:
entre los requisitos no se establece
edad de jubilación, porque éste es un
aspecto que depende de las posibilida­
des de ahorro del trabajador, al cual se
le exige un mímino de cotizaciones, pe­
ro se le permite que haga aportes vo­
luntarios adicionales al aporte obligato­
rio. Para la garantía estatal de la pen­
sión mínima y sólo para estos efectos,
se requerirá que la persona haya coti­
zado a los fondos durante 1.150 sema­
nas y que tenga una edad de 57 años
si es mujer ó de 62 si es hombre.

El monto de la pensión también
dependerá del nivel de ahorro, de los
rendimientos y de variables como el
comportamiento de las tasas de interés
y de la edad a que decida jubilarse el
afiliado.

A elección del afiliado o de los be­
neficiarios, según el caso, las pensio­
nes de vejez, invalidez y de sobrevi­
vientes podrán adoptar las modalida­
des de renta vitalicia inmediata, retiro
programado, retiro programado con
renta vitalicia diferida o las demás que
autorice la Superintendencia Bancaria.

Durante el período de transición,
la edad para acceder a la pensión de
vejez, el tiempo de servicio o el número
de semanas cotizadas y el monto de la
pensión de vejez, de las personas que
al entrar en vigencia el sistema, tengan
35 años de edad o más, si son muje­
res, ó 40 años o más, si son hombres,
ó 15 años o más de servicios cotiza­
dos, será la establecida en el régimen
anterior al cual hayan estado afiliados.
En estos casos, el ingreso base para li­
quidar la pensión de vejez a aquellas
personas a las cuales les faltaren me-



nos de 10 años para adquirir el dere­
cho, será el promedio de lo devengado
en el tiempo que les hiciere falta para
ello, o el cotizado durante todo el tiem­
po, si éste fuera superior, actualizado
anualmente con base en la variación
del índice de precios al consumidor. Sin
embargo, si el tiempo que les hiciere
falta fuese igualo inferior a dos años a
la entrada en vigencia de la ley, el in­
greso base para liquidar la pensión se­
rá el promedio de lo devengado en los
últimos dos años para los trabajadores
del sector privado y de un año para los
servidores públicos.

Quienes a la fecha de vigencia de
la ley hubiesen cumplido los requisitos
para acceder a la pensión de jubilación
o de vejez aun cuando no se hubiese
efectuado el reconocimiento, en desa­
rrollo de los derechos adquiridos, reci­
birán el reconocimiento y la liquidación
de la pensión en las condiciones de fa­
vorabilidad vigentes en el momento en
que cumplieron tales requisitos.

Tanto en el 155 como en los fondos
se establece la garantía de una pen­
sión mínima por parte del Estado,
cuando la persona no tenga los recur­
sos suficientes para lograr siquiera una
mesada equivalente al salario mínimo
legal. En Colombia ninguna pensión
podrá ser inferior al salario mínimo le­
gal.

La ley garantiza la pensión mínima
para los desmovilizados dentro de los
procesos de paz y una pensión espe­
cial para los deportistas de escasos re­
cursos que se destaquen en competen­
cias internacionales. Por regla general,
todas las pensiones se reajustarán
anualmente de oficio, el 1ºde enero de
cada año, según la variación porcen­
tual del índice de precios al consumidor
certificado por el DANE para el año in­
mediatamente anterior. Para las pen­
siones cuyo monto sea igual al salario
mínimo legal, su reajuste de oficio se
hará en el mismo porcentaje en que se

incremente dicho salario por el gobier­
no. Quienes con anterioridad al 12 de
enero de 1994 hubiesen recibido el re­
conocimiento de la pensión de vejez o
jubilación, invalidez o muerte, tendrán
derecho, a partir de dicha fecha, a un
reajuste mensual equivalente a la ele­
vación en la cotización para salud que
resulte de la aplicación de la Ley 100
de 1993.

Los actuales pensionados, cuyas
pensiones se hubiesen causado y re­
conocido antes del 12 de enero de
1988, tendrán derecho al reconoci­
miento y pago de 30 días de la pensión
que corresponda a cada uno de ellos
por el régimen respectivo, los cuales se
cancelarán con la mesada del mes de
junio de cada año, a partir de 1994, sin
que exceda de 15 salarios mínimos
mensuales. Los pensionados por vejez
de orden nacional, beneficiarios de los
reajustes ordenados en el decreto
2108 de 1992, recibirán el reconoci­
miento y pago de la mesada adicional
de junio, sólo a partir de junio de 1996.

Los pensionados por vejez o jubila­
ción, invalidez y sustitución o sobrevi­
vencia, continuarán recibiendo cada
año, en la primera quincena del mes de
diciembre, junto con la mesada del mes
de noviembre, el valor correspondiente
a una mensualidad adicional a su pen­
sión.

Quienes se trasladen del ISS o de
las cajas de previsión del sector públi­
co a los fondos privados, tendrán dere­
cho al reconocimiento de bonos pen­
sionales equivalentes al tiempo y a los
aportes efectuados al Instituto, pero es­
tos bonos s610 se podrán hacer efecti­
vos cuando la mujer cumpla 57 años y
el hombre 62.

Se ha creado un Fondo de Solida­
ridad Pensional como cuenta especial
de la nación, adscrita al Ministerio de
Trabajo, el cual tiene por objeto subsi­
diar los aportes al Régimen General de
Pensiones de los trabajadores asalaria-

dos o independientes del sector rural y
urbano que carezcan de suficientes re­
cursos para efectuar la totalidad del
aporte, tales como artistas, deportistas,
madres comunitarias, e incapacitados.
El subsidio se concederá parcialmente
para reemplazar los aportes del em­
pleador y del trabajador, hasta por un
salario mínimo como base de cotiza­
ción, pero sólo se otorgarán a partir del
1º de enero de 1995.

En el sectorpúblico, la ley crea el
Fondo de Pensiones Públicas de nivel
nacional que sustituirá a la Caja Nacio­
nal de Previsión en el pago de pensio­
nes del sector oficial del orden nacio­
nal.

En relación con los servidores pú­
blicos, la ley contempla la obligación de
afiliarse, o bien al 155, o bien a los Fon­
dos Privados de Pensiones, en cual­
quiera de estas tres situaciones:

1º Los empleados oficiales que no es­
tén afiliados a una caja, fondo o en­
tidad de previsión o de seguridad
social.

22 Quienes se hayan afiliado a alguna
de estas entidades cuya liquidación
se ordene.

32 Quienes ingresen por primera vez a
la fue~a laboral.

Los empleados oficiales del orden
nacional, cualquiera que sea el régi­
men que seleccionen, también tendrán
derecho a bono pensional, siempre y
cuando tengan aportes a su favor.

Esta reforma establece la pensión
sanción en favor de un trabajador des­
pedido sin justa causa después de 10 ó
más años de servicio y que no esté,
por omisión del empleador, afiliado al
sistema general de pensiones y sólo se
aplicará exclusivamente a los servido­
res públicos que sean trabajadores ofi­
ciales y a los trabajadores del sector
privado. La cuantía de la pensión será
directamente proporcional al tiempo de

servicio, respecto a la pensión de vejez
en el régimen de prima media con pres­
tación definida (155) y se liquidará con
base en el promedio devengado en los
últimos 10 años de servicio. Estas pen­
siones podrán ser conmutadas con el
ISS.

El tema de la salud, que como se
dijo anteriormente no existía en el pro­
yecto original, fue objeto de especial
regulación en la ley definitiva, lo cual es
acertado, si tenemos en cuenta la im­
portancia extrema del asunto y las
enormes implicaciones sociales del sis­
tema propuesto.

De acuerdo con el artIculo 49 de la
Constitución, la salud es un derecho
fundamental, cuando su vulnerabilidad
o amenaza compromete otros dere­
chos fundamentales como la vida y la
integridad física. Además, dentro del
concepto social, la salud debe ser es­
pecialmente protegida en relación con
aquellas personas que por su condi­
ción económica, física o mental, estén
en circunstancias de debilidad mani­
fiesta. Así lo consagra el artículo 13 de
nuestra Constitución.

La situación de la salud en Colom­
bia se encuentra enfrentada al mismo
problema de la situación pensional
analizada anteriormente, por factores
de diversa naturaleza tales como los
elevados niveles de pobreza absoluta,
la deuda externa, las limitaciones finan­
cieras del Estado, el desempleo, la
apertura económica, los cambios tec­
nológicos y la inflación.

La reforma contenida en la ley se
propone generar más recursos y am­
pliar la cobertura aumentando del 7%
al 12% los aportes para la salud, man­
teniendo la proporción entre patronos y
trabajadores, (8 y 4 puntos, respectiva­
mente) y creando las entidades promo­
toras de salud. La financiación del sis­
tema será solidaria, por cuanto los afi­
liados de mayores ingresos subsidiarán
a quienes tienen menos y el Estado se
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hará partícipe con recursos del presu­
puesto.

Con la participación del sector pri­
vado se espera que el sistema se vuel­
va eficiente en calidad y servicios, por
la competencia entre las entidades pro­
motoras de salud, incluidas las del sec­
tor oficial y el 155.

El sistema general de seguridad so­
cial en salud, con todas las entidades y
elementos que lo conforman, tendrá un
plazo máximo de un año, contado a
partir de la entrada en vigencia de la
Ley 100, para iniciar su funcionamien­
to, salvo casos especiales. Pero las
obligaciones de afiliaciones y cotizacio­
nes consagradas en las leyes vigentes
serán exigibles para empleadores y tra­
bajadores durante el período de transi­
ción.

La extensión de la cobertura fami­
liar para quienes continúen o decidan
afiliarse al 155 se hará en forma progre­
siva, en un período máximo de un año
a partir de la operación efectiva del
Fondo de Solidaridad y Garantía.

Por medio de esta ley también se
ha definido una integración institucio­
nal del sistema general de salud
conformado por:

a) Los organismos de control y vigilan­
cia a saber: Ministerio de Salud,
Superintendencia de Salud y Con­
sejo Nacional de Seguridad Social
en Salud.

b) Los organismos de administración y
financiación: Entidades Promotoras
de Salud (EPS), direcciones seccio­
nales, distritales y locales de salud
y el Fondo de Solidaridad y Garan­
tía en Salud. Las EPS tienen a su
cargo la afiliación de los usuarios y
la administración de la prestación
de los servicios por las instituciones
prestadoras de servicios de salud
(IPS), tales como el 155, Cajanal y
otras como las Cajas de Compen-

sación y los sistemas de medicina
prepagada. Para estos efectos, po­
drán prestar servicios directos a sus
afiliados por medio de sus propias
instituciones prestadoras de salud o
contratar con instituciones prestado­
ras y profesionales independientes
o con grupos de práctica profesio­
nal, debidamente constituidos. En el
término de un año, las actuales enti­
dades prestadoras de servicios de
salud, públicas y privadas, incluidos
el ISS y Cajanal, deberán convert­
irse en entidades promotoras de sa­
lud y

c) Las IPS que son entidades oficiales,
privadas, comunitarias o solidarias
organizadas para la prestación de
los servicios de salud, dentro o fue­
ra de las entidades prestadoras de
salud (clínicas, centros de salud,
hospitales, consultorios profesiona­
les).

El subsistema de afiliación y fi­
nanciación está conformado por dos
subsistemas:

a) El régimen contributivo, al cual
pertenecen las personas vincula­
das laboralmente en los sectores
público y privado y sus familias.

b) El régimen subsidiado, al cual de­
berá estar afiliada la población más
pobre del país.

Dentro del plan de beneficios y
servicios tenemos:

a) Plan integral. Todos los afiliados al
sistema de salud tienen derecho a
un plan integral de salud, con aten­
ción preventiva, médico-quirúrgica
y medicamentos esenciales. Este
plan se denomina Plan Obligatorio
de Salud (pos). Este plan permitirá
la protección integral de las familias
por maternidad y enfermedad gene­
ral, en las fases de promoción y fo­
mento de la salud y de prevención,
diagnóstico, tratamiento y rehabili­
tación para todas las patologías, se-

o.

gún la intensidad de uso y los nive­
les de atención y complejidad que
se definan. Incluye un subsidio ali­
mentario en especie para la mujer
en estado de embarazo y para los
menores de un año.

b) El plan de salud obligatorio debe­
rá tener servicio médico familiar.

c) En el sistema general de segurI­
dad en salud, las empresas pto­
motoras de salud no podrán aplicar
pre-existenclas a sus afiliados.

d) En el sistema contributivo, los afilia­
dos tendrán un régimen de benefI­
cios, con derecho, a partir de 1995,
a un plan obligatorio de salud simi­
lar al que hoy presta ellss en el ser­
vicio médico familiar. Para los otros
beneficiarios de la familia del coti­
zante, el pos será similar al ante­
rior, pero en su financiación concu­
rrirán los pagos moderadores o
franquicias que establezca la ley.

En el sistema subsidiado, el paque-
te de servicios a que tendrán derecho
los afiliados en su punto de partida, in­
cluirá servicios de salud por un valor
equivalente al 50% de la unidad de pa­
go por captación del sistema contributi­
vo y se aumentará progresivamente
hasta unificarse en siete años;

e) A los afiliados al régimen contributi­
vo se les reconocerán las incapaci­
dades generadas en enfermedad
general y licencia de matemidad,
de conformidad con las disposicio­
nes legales vigentes. Para el cubri­
miento de estos riesgos, las empre­
sas promotoras de salud podrán
subcontratar con compañías asegu­
radoras.

f) La atención de urgencias debe ser
prestada en forma obligatoria a to­
das las personas, independien­
temente de su capacidad de pago.

g) Pagos compartidos y franquicias. El
acceso para personas que se afilien

al sistema, a la prestación de algu­
nOs servicios de alto costo, podrá
estar sujeto a períodos mínimos de
cotización que en ningún caso po­
drán exceder las cien semanas de
afiliación al sistema; de éstas, al
menos 26 semanas deberán haber
sido pagadas en el último año. Para
períodos menores de cotización, el
acceso a dichos servicios requerirá
un pago por parte del usuario, pago
que se establecerá de acuerdo con
su capacidad socioeeonómica. En
el régimen subsidiado, no se po­
drán establecer períodos de espera
para la atención del parto ni de los
menores de un ai'\o.

La financiación del sistema de
salud será así:

a) Las cotizaciones y aportes, espe­
cialmente, para salud, se incremen­
tan a un máximo del 12% del sala­
rio base de cotización; de esa cifra,
el 1% se destinará al Fondo de Soli­
daridad y Garantfa en Salud. El
75% de la cotización estará a cargo
del empleador y el 25% quedará a
cargo del trabajador. Como los
aportes al Fondo de Solidaridad
son obligatorios, a partir del 12 de
abril de 1994 el aporte en salud pa­
sará del actual 7% al 8%; cuando
se preste la cobertura familiar, la
cotización máxima será del 12%.

b) Por cada persona afiliada y benefi­
ciaria, la entidad promotora de sa­
lud recibirá una unidad de pago por
capitación ¡\.Jpc), la cual será esta­
blecida periódicamente por el Con­
sejo Nacional de Seguridad Social
en Salud. Del monto de las cotiza­
ciones de los afiliados, las EPS des­
contarán el valor de las unidades
de pago por capitación y trasladarán
la diferencia al Fondo de Solidari­
dad y Garantía. En caso de que la
·suma de las UPC sea mayor que los
ingresos por cotización, el Fondo
de Solidaridad y Garantía deberá
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cancelar la diferencia a la EPS que
la reportó, el mismo día del reporte.

c) La cotización por salud establecida
en el sistema general de salud para
los pensionados está, en su totali­
dad, a cargo de éstos; podrán ha­
berla cancelado mediante una coti­
zación complementaria durante su
período de vinculación laboral.

d) Los afiliados y beneficiarios al siste­
ma de seguridad soc I (;n salud es­
tarán sujetos a pagof .Jompartidos,
cuotas moderadoras y deducibles.
Para los afiliados cotizantes, estos
pagos se aplicarán con el exclusivo
objetivo de racionalizar el uso de
servicios del sistema. En el caso de
los demás beneficiarios, los pagos
moderadores se aplicarán también
para complementar la financiación
del plan obligatorio de salud. En
ningún caso los pagos menciona­
dos podrán convertirse en barreras
de acceso para los más pobres.

Con los actuales aportes del 7% de
la nómina de las empresas para el se­
guro de salud, la atención dellss cubre
solamente al trabajador, a su cónyuge
en caso de embarazo y al recién naci­
do hasta que cumpla un año. Al au­
mentarse el aporte en cinco puntos,
quedarán cubiertos el cónyuge y los hi­
jos, los cuales tendrán derecho a un
plan de salud obligatorio. Los aportes
serán hechos por los trabajadores y
empresarios de los sectores público y
privado así: 8% los empleadores y 4%
los trabajadores. Antes de la vigencia
de la Ley 100 la distribución era de
4,69% para los empleadores y 2,31%
para los trabajadores.

El sistema general de riesgos profe­
sionales tendrá las siguientes caracte­
rísticas:

a) Las incapacidades generadas en
enfermedad profesional y accidente
de trabajo serán reconocidas por
las entidades promotoras de salud

y se financiarán con cargo a los re­
cursos destinados al pago de di­
chas contingencias en el respectivo
régimen, de acuerdo con la regla­
mentación que se expida para el
efecto.

b) La atención médica y la prestación
de los servicios de salud derivados
de enfermedad profesional y acci­
dentes de trabajo deberán ser orga­
nizadas por el EPS. Estos servicios
se financiarán con cargo a la cotiza­
ción del régimen de accidentes de
trabajo y enfermedad profesional
definido en la ley.

c) Para las pensiones de invalidez in­
tegradas, en el régimen de ahorro
individual con solidaridad, los segu­
ros para amparar la invalidez por
riesgo común y la invalidez por ac­
cidente de trabajo o enfermedad
profesional podrán ser contratados
de manera conjunta con una misma
compañía de seguros, cuando los
trabajadores y los empleadores así
lo decidan. En este evento, el am­
paro para el riesgo deberá ser equi­
valente o superior al otorgado para
el mismo riesgo por el ISS. La com­
pañía de seguros señalará el monto
de la cotización para el seguro de
accidentes de trabajo y enfermedad
profesional a cargo del empleador,
y dejará de ser obligatoria la cotiza­
ción al ISS por dicho concepto.

La ley contiene otros servicios so­
ciales complementarios bien importan­
tes, puesto que ella crea un programa
de auxilios económicos para los ancia­
nos indigentes con 65 años o más, que
puede ser hasta por el 50% del salario
mínimo legal mensual vigente. Como
servicio social complementario también
menciona la ley un seguro de desem­
pleo, concepto muy nuevo en Colombia
pero que, desafortunadamente, no fue
desarrollado de manera completa que­
dando prácticamente en sugerencia

r·

para que sea establecido por las enti­
dades territoriales.

Se establecen amnistías, exonera­
ción de intereses moratorios y de la
sanción por mora a los empleadores
que al 31 de julio de 1993 adeudaban
sumas al ISS por conceptos de aportes
o cotizaciones a los seguros de enfer­
medad general y maternidad y acciden­
tes de trabajo y enfermedad profesio­
nal; tal exoneración se extiende al capi­
tal adeudado por los seguros de invali­
dez, vejez y muerte.

Dejando por fuera algunos otros as­
pectos que no se alcanzan a comentar
en este espacio, vale la pena mencio­
nar aquí, como reseña bibliográfica de
la seguridad social en Colombia, escri­
tos importantes como los realizados
por eminentes tratadistas, algunos de
ellos maestros, entre ellos el doctor Je­
sús María Rengifo O., cuyo libro La Se­
guridad Social en Colombia se encuen­
tra ya en su tercera edición. El doctor

Julio Armando Rodríguez se extiende
en el tema especialmente en su confe­
rencia que dictó en el curso de actuali­
zación en derecho positivo sobre el sis­
tema de seguridad social integral. El
doctor Carlos Alberto Cortés Riaño pre­
sentó a través de Legis un excelente
comentario sobre esta nueva ley de se­
guridad social y pensiones. Son tam­
bién importantes los comentarios reali­
zados por la revista Legislación Econó­
mica en su tomo 83, Nº 990, elabora­
dos por el doctor Mauricio Sánchez
Malina, así como la publicación en el
diario El Tiempo con los comentarios
del doctor Juan Luis Londoño de la
Cuesta, Ministro de Salud. Todos e/los
se refirieron al proyecto de Ley NQ 155
de 1992 del Senado de la República,
identificado en la Cámara de Repre­
sentantes como proyecto de Ley NQ
204 de 1992, convertido finalmente en
la Ley 100 del 23 de diciembre de
1993, "por la cual se crea el Sistema de
Seguridad Social Integral y se dictan
otras disposiciones".
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